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INFORME No. 69/10
PETICIÓN 11.444
ADMISIBILIDAD

AMPARO CONSTANTE MERIZALDE

ECUADOR
12 de julio de 2010
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición de fecha 4 de noviembre de 1994 presentada por la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos - CEDHU (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado”, “el Estado ecuatoriano” o “Ecuador”) por la detención arbitraria e ilegal entre otras violaciones al derecho a la libertad personal, la falta de garantías judiciales y protección judicial; y las torturas presuntamente cometidas por agentes del Estado en contra de Amparo Constante Merizalde, entre el 13 de enero y el 6 de abril de 1994 en la ciudad de Quito.
2. Los peticionarios sostuvieron que el Estado era responsable por la violación de los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) en relación con su artículo 1.1.  Por su parte, el Estado alegó que los reclamos de los peticionarios eran inadmisibles al no haberse cumplido con el requisito de agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.

3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 5, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana e inadmisible respecto de su artículo 7.  Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su informe anual.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión registró la petición bajo el número 11.444 y el 13 de marzo de 1995 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de 90 días para presentar información de conformidad con el artículo 34.2 de su Reglamento vigente hasta el 30 de abril de 2001.  El 6 de julio de 1995 la CIDH reiteró la solicitud de información al Estado.  
5. El Estado informó el 3 de agosto de 1995, que no contaba con los elementos necesarios para responder y que iba a informar apenas los recibiera.  El 26 de marzo de 1996 la CIDH indicó al Estado que de no recibirse la información en el plazo de 30 días ésta entraría a considerar la posible aplicación del Artículo 42 del Reglamento vigente en ese momento, respecto a que se presumirán verdaderos los hechos relatados en la petición; lo cual fue puesto en conocimiento de los peticionarios.

6. El 5 de junio de 1996 el Estado remitió a la CIDH copia del informe policial sobre una investigación en contra de Amparo Constante Merizalde, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  

7. El 4 de julio de 1996 los peticionarios enviaron su respuesta, la cual fue trasladada el 21 de agosto de 1996 al Estado para sus observaciones con un plazo de 30 días.  El 27 de noviembre de 1996 el Estado envió su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones el 31 de diciembre de 1996 y sus anexos el 25 de marzo de 1997.
8. El 13 de diciembre de 1996 el Estado envió información adicional, la que fue trasladada a los peticionarios el 13 de enero de 1997, para sus observaciones.  El 19 de mayo los peticionarios presentaron su respuesta, la cual fue trasladada al Estado el 11 de julio de 1997.

9. El 3 de diciembre de 1998 la CIDH se puso a disposición de las partes con el objeto de lograr una solución amistosa.  El 15 de marzo de 1999 el Estado aceptó iniciar el proceso de solución amistosa.  El 4 de abril de 2001 el Estado informó a la CIDH respecto de la próxima firma de nuevos acuerdos de solución amistosa en diversos casos, entre ellos el de Amparo Constante Merizalde.

10. El 28 de octubre de 2008 los peticionarios informaron a la CIDH que no se había llegado a solución amistosa y solicitaron que se prosiga con el trámite.  El 16 de abril de 2009 la CIDH solicitó información actualizada al Estado.  El 12 de junio de 2009 los peticionarios enviaron su respuesta.  

11. El 8 de octubre de 2009 el Estado solicitó a la CIDH “toda la información que repose en sus archivos” sobre este caso, dado que no contaban con información suficiente.  En respuesta el 22 de octubre de 2009 la CIDH trasladó al Estado las partes pertinentes del expediente junto con la respuesta de los peticionarios del 12 de junio de 2009 y le reiteró la solicitud de información del 16 de abril de 2009.
12. El 19 de marzo de 2010 el Estado envió su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para su conocimiento.  El 27 de mayo de 2010 los peticionarios enviaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para su conocimiento.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
13. Los peticionarios alegan que el 13 de enero de 1994 Amparo Constante Merizalde fue detenida sin boleta de detención
 ni en delito flagrante y acusada por sospecha de un robo ocurrido el 10 de enero de 1994.  Alegan que el 15 de enero de 1994 la presunta víctima fue torturada por los agentes Valverde y Castillo a cargo de la investigación con el objeto de obtener su confesión declarándose culpable.  Alegan que fue torturada con corriente eléctrica en uno de sus brazos mientras era abofeteada y tirada del cabello por el agente Valverde
.  Alegan que Amparo Constante Merizalde fue además amenazada de muerte si los denunciaba.  Señalan que a causa de las torturas sufridas, Amparo Constante Merizalde declaró que había cometido el delito.  Consideran que esto constituyó una violación a los artículos 5 y 8.2.g) de la Convención Americana, al obligarla mediante tortura a firmar una declaración autoinculpatoria. 
14. Los peticionarios alegan que las declaraciones rendidas el 15 y 17 de enero de 1994 se realizaron sin la asistencia de un abogado defensor, por lo que consideran que se configura la violación del artículo 8.2 incisos e) y d).  Ante la respuesta del Estado respecto a que la madre de la presunta víctima estuvo presente y firmó la declaración (ver infra III B) los peticionarios responden que ella no estuvo presente cuando Amparo Constante Merizalde rindió su declaración y que el 15 de enero de 1994 “le hicieron firmar a su madre la declaración prometiendo que la dejarían en libertad”.  
15. Señalan que el 18 de enero de 1994 se dictó auto cabeza de proceso en contra de Amparo Constante Merizalde por el robo de un reloj valuado en tres mil setecientos dólares y un estuche de manicura valuado en ciento sesenta y nueve mil sucres.  Asimismo, señalan que se dispuso su prisión preventiva en la Cárcel Pública de Mujeres de Quito.  Al respecto, alegan que la detención provisional sin fórmula de juicio sobrepasó el límite de 48 horas dispuesto por la Constitución y el Código de Procedimiento Penal vigentes a la fecha, por lo que se configura la violación del artículo 7 de la Convención Americana.  
16. Señalan que el 1˚ de febrero de 1994 el Juzgado Quinto de lo Penal avocó conocimiento de la causa y que el 17 de febrero de 1994 Amparo Constante rindió declaración ante el juez, en la cual sostuvo que trabajaba en el almacén Lord Nelson, se declaró inocente del robo y denunció
que la declaración que supuestamente hize (sic) en la O.I.D
. es falsa ya que ellos mismo (sic) fueron los que hicieron esa declaración, debo indicar que no estuvo presente el señor Agente Fiscal que según tengo entendido debería estar presente y solo estuvo la dueña del alma[cén] quien era la que presion[aba], los agentes de la [O.I.D], me torturaban físicamente y [p]sicológicamente, e inclusive me amenazaron […] que si yo avisaba, que me habían maltratado iban a mandar a alguien a que [me] mate.  Por lo que señor juez reclamo mi inmediata libertad ya que soy inocente de todo lo que me acusan
.
17. Al respecto, alegan que el detenido debe rendir su declaración indagatoria ante un juez dentro de las 24 horas de su detención y que Amparo Constante Merizalde la rindió a los 24 días de su detención, lo cual viola el artículo 7.5 de la Convención Americana.
18. Alegan que la tortura fue puesta en conocimiento tanto del Intendente General de la Policía que instruyó la causa como del Juez Quinto de lo Penal de Pichincha, sin que el Estado haya ordenado el inicio de investigaciones de delitos que son de acción pública.  Alegan que el Estado se encuentra obligado a investigar con los medios a su alcance toda violación a los derechos garantizados en la Convención.  Por lo tanto, consideran que se configura la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, dado que el Estado no garantizó la resolución de una investigación sobre torturas dentro de un plazo razonable y el acceso de Amparo Constante Merizalde a un recurso rápido y sencillo.
19. Frente al alegato del Estado en relación de la legalización posterior a la detención de Amparo Constante Merizalde (ver infra III B) los peticionarios responden que en el presente caso primero se procedió a detener de manera ilegal a Amparo Constante Merizalde y al siguiente día se obtuvo la boleta de detención.  Al respecto, alegan que no se puede legalizar algo que tuvo su origen en un hecho ilegal y permitió la tortura de la detenida.
20. Con base en lo anterior, los peticionarios alegan que el Estado ha violado los derechos a la integridad personal, libertad personal, protección judicial y garantías judiciales de Amparo Constante Merizalde.  
21. Finalmente, cabe señalar que los peticionarios no han informado a la CIDH respecto de la continuación o finalización del proceso penal seguido contra Amparo Constante Merizalde.

B.
Posición del Estado
22. En cuanto a los hechos el Estado alega que un robo tuvo lugar en el local Lord Nelson el 13 de enero de 1994 a las 20 horas aproximadamente y que ese mismo día se capturó a Amparo Constante Merizalde “por cuanto había sido sorprendida robando en el local […] por el propietario Sr. Fabián Anda, quien ha solicitado su detención”.  
23. El Estado alega que Amparo Constante Merizalde ingresó en calidad de detenida a eso de las 20 horas 30 del 13 de enero de 1994 al Centro de Detención Provisional (CDP) para ser investigada por el robo ocurrido.  

24. Alega que la detención de Amparo Constante Merizalde se realizó con la orden de captura e investigación emitida contra Aurora Beatriz Díaz Villareal y Amparo Constante Merizalde, el 14 de enero de 1994 por el Intendente General de la Policía de Pichincha.  Indica que Fabián Anda presentó su denuncia ante el Intendente General de la Policía de Pichincha, Juez de Instrucción, con lo cual se legalizó la detención de Amparo Constante Merizalde en menos de 24 horas de haberse realizado, por lo cual ésta no sería arbitraria
.

25. Alega que el 15 y el 17 de enero de 1994 Amparo Constante Merizalde fue en remisión a las dependencias de la OID-P a rendir testimonio indagatorio.  El Estado alega que Lilian Noemí Merizalde, se encontraba presente mientras su hija Amparo Constante rindió declaración el 15 de enero de 1994, y firmó al pie de la declaración.  Alega que la declaración del 17 de enero de 1994 fue rendida en presencia de la fiscal.  Alega que en consecuencia, no se puede determinar que hayan existido maltratos físicos en el momento que Amparo Constante Merizalde haya estado declarando.  
26. Asimismo, sostiene que no se puede determinar que las lesiones de Amparo Constante Merizalde hayan sido ocasionadas por los agentes en las oficinas de la OID-P debido a que en las declaraciones rendidas ante el fiscal en ningún momento manifestó haber sido maltratada físicamente y que en su declaración manifestó haberla rendido “LIBRE Y VOLUNTARIAMENTE, SIN COACCION DE NINGUNA CLASE, MORAL, FISICA, NI OFRECIMIENTO ALGUNO, EN PLENO USO DE SUS FACULTADES Y CONOCIENDO LAS GARANTIAS CONSTITUCIONALES”
. 
27. Al respecto, sostiene que Amparo Constante Merizalde fue sacada del CDP en remisión hacia la OID-P los días 14, 15 y 17 de enero de 1994.  Alega que según los peticionarios las supuestas torturas

abrían (sic) ocurrido el sábado 15 de enero, sin embargo de esto transcurrieron dos días hasta que el 18 de enero se emite el informe médico legal que a decir de la peticionari[a] legitima su denuncia. Lo extraño del caso es que el día 16 de enero la peticionaria debió pasar recluida en el CDP hasta el día 17, fecha en la cual salió nuevamente a la OID, sin embargo, no existe registro ni prueba alguna sobre eventuales testigos dentro del mismo centro de detención, que confirmen que el día 16 de enero la señorita Constante ya presentaba lesiones, y menos aún no existe prueba contundente alguna mas que la versión de la señorita Constante, que demuestre que dichas lesiones fueran ocasionadas en momento de las declaraciones en la OID
.

28. El Estado indica además que “se conoce de diferentes fuentes que una persona sea esta hombre o mujer, acusada del cometimiento (sic) de alguna infracción llegue por primera vez al CDP, ésta obtiene como recibimiento la conocida bienvenida al Recinto Carcelario, por parte de los internos que de una u otra causa están detenidos por algún tiempo, presuponiéndose que esto ocurrió en la persona de la señorita JANETH CONSTANTE”
.  
29. El Estado alega que ha procurado constantemente una condición de regularidad jurídico-administrativa para someterse a los estándares de uso de la fuerza y control en los lugares de detención.

30. Alega que el 19 de enero de 1994 se emitió el auto cabeza de proceso y que mediante sorteo la causa correspondió al Juzgado Quinto de lo Penal de Pichincha, el cual avoca su conocimiento el 1˚ de febrero de 1994 y confirma la prisión preventiva.  El Estado señala que el 6 de abril de 1994 se emitió la orden de libertad a favor de Amparo Constante Merizalde, dado que se consignó el monto de la fianza.
31. El Estado sostiene que en la sustanciación del proceso penal seguido contra Amparo Constante Merizalde se demostró que se respetó el debido proceso y se le dieron las debidas garantías dentro de un plazo razonable.  Alega que se aseguró una adecuada defensa a la procesada y se garantizó un proceso justo e imparcial.  
32. El Estado sostiene que los peticionarios no agotaron los recursos internos.  Alega que Amparo Constante Merizalde “nunca intentó siquiera presentar su caso ante autoridades judiciales nacionales” y que antes de presentar denuncia ante la CIDH los peticionarios debieron presentar demanda ante el Ministerio Fiscal a fin de que se investiguen las denuncias de Amparo Constante Merizalde y que esto desnaturaliza el principio de subsidiariedad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos
.  Considera “que en el ejercicio de los derechos nadie puede hacer más y mejor que el propio legitimado, es así que la señorita Constante, no podía, únicamente esperar que sea el Estado que, de oficio inicie investigaciones por supuestas violaciones que únicamente fueran mencionadas más (sic) no judicializadas”.  Alega que los peticionarios han tenido a su disposición todas las herramientas y recursos jurídicos que el ordenamiento jurídico ecuatoriano ofrece a los justiciables pero que “simplemente no las utilizó”
.  
33. El Estado alega que en la presente petición “no se ha demostrado en ninguna parte del proceso que se haya realizado por parte de la autoridad estatal una detención ni privación arbitraria en contra de la señorita Constante, en su lugar se ha demostrado que lo actuado […], estaba apegado a las leyes nacionales”.  En vista de lo anterior, el Estado considera que la petición debe ser archivada.

34. Finalmente, cabe señalar que el Estado no ha informado a la CIDH respecto de la continuación o finalización del proceso penal seguido contra Amparo Constante Merizalde.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
35. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de diciembre de 1977 fecha en la que depositaron su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  
36. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.  

B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

37. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  

38. En el presente caso el Estado alega que el reclamo de los peticionarios no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46.1 de la Convención Americana dado que los peticionarios debieron presentar demanda ante el Ministerio Fiscal a fin de que se investiguen las denuncias de Amparo Constante Merizalde.  Por su parte, los peticionarios alegan que Amparo Constante Merizalde puso los presuntos hechos materia de la petición en conocimiento de las autoridades, alegan que las torturas son un delito de acción pública y que el Estado se encuentra obligado a investigar con los medios a su alcance toda violación a los derechos garantizados en la Convención. 
39. Corresponde aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso.  La Corte Interamericana ha señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas.  El que los recursos sean adecuados significa que
la función de esos recursos dentro del sistema de derecho interno sea idónea para proteger la situación jurídica infringida.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo.  Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable
.
40. La Comisión observa que el objeto de la presente petición se refiere concretamente a los hechos relacionados con la alegada detención arbitraria y torturas padecidas por Amparo Constante Merizalde y a aspectos relacionados con la falta de investigación de dichos hechos.  Los precedentes establecidos por la Comisión reconocen que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, ésta constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  
41. Al respecto, los peticionarios señalan que Amparo Constante Merizalde puso en conocimiento de las autoridades las alegadas torturas, tanto ante el Intendente General que instruyó la causa como ante el Juez Quinto de lo Penal de Pichincha en su testimonio indagatorio rendido el 17 de febrero de 1994, por lo que las autoridades estuvieron al tanto y debieron haber iniciado investigaciones.  El Estado, por su parte, alega que las supuestas violaciones únicamente fueron mencionadas más no judicializadas y que los peticionarios debieron presentar demanda ante el Ministerio Fiscal.  
42. La Comisión entiende que Amparo Constante Merizalde denunció, el 17 de febrero de 1994, ante el Juez Quinto de lo Penal de Pichincha las alegadas torturas y el hecho de haber rendido su declaración sólo ante el dueño del almacén y los dos agentes de policía, con lo cual intentó agotar los recursos internos.  Asimismo, entiende que el Estado, por su parte, no ha informado a la CIDH que se haya abierto una investigación o proceso por los delitos denunciados por Amparo Constante Merizalde, los cuales deben ser perseguidos e impulsados de oficio.  Por lo tanto, dadas las características y el contexto de la presente petición, en particular que transcurridos más de 15 años, sin que se haya iniciado investigaciones a pesar de su denuncia, resulta aplicable la excepción prevista el artículo 46.2.b) de la Convención Americana, en vista de la falta de acceso a un recurso efectivo, respecto de las presuntas violaciones a los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana.
43. En segundo término, en cuanto a la alegada detención arbitraria de Amparo Constante Merizalde, los peticionarios señalan que el Estado se encuentra obligado a investigar con los medios a su alcance toda violación a los derechos garantizados en la Convención.  El Estado, por su parte, sostiene que los peticionarios debieron presentar demanda ante el Ministerio Fiscal.  Al respecto, la Comisión entiende que Amparo Constante Merizalde fue detenida el 13 de enero de 1994 y que la orden de detención en su contra fue emitida el 14 de enero de 1994.  La presunta víctima permaneció detenida hasta el 6 de abril de 1994, fecha en que fue emitida la orden para su puesta en libertad, por la consignación de la fianza.  
44. La Comisión observa que los peticionarios no indicaron haber denunciado la presunta detención ilegal ni factores que habrían impedido su posible denuncia.  Asimismo, nota que en principio según la normativa ecuatoriana los peticionarios podrían haber intentado impugnar la alegada detención arbitraria mediante un recurso de amparo de libertad o hábeas corpus legal ante el Juez Superior de aquél que dispuso la privación de libertad
.  Por lo tanto, y conforme a la información disponible en la presente petición, la Comisión considera que los peticionarios incumplieron con el requisito de agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, respecto de su alegato sobre el derecho a la libertad personal.
45. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

46. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible debe ser presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva adoptada por los tribunales internos.  Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.

47. Según la Comisión ya ha establecido, el presente reclamo resulta aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos establecida en el artículo 46.2.b) de la Convención Americana.  A efectos de establecer si la petición ha sido presentada dentro de un plazo razonable, conforme al artículo 32 del Reglamento de la Comisión, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

48. En la presente petición, Amparo Constante Merizalde fue detenida el 13 de enero de 1994 y las alegadas torturas y violaciones al debido proceso fueron denunciadas ante el Juez Quinto de lo Penal desde el 18 de febrero de 1994.  La petición es del 4 de noviembre de 1994 y hasta la fecha de aprobación del presente informe, transcurridos más de 15 años, no se habrían iniciado investigaciones a nivel interno sobre dichas denuncias.  En vista de las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.  
3. Duplicación de procedimiento internacional
49. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47.d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

50. En vista de la falta de agotamiento respecto de los alegatos de los peticionarios sobre el derecho a la libertad personal previsto en el artículo 7 de la Convención Americana, la Comisión no analizará la posible caracterización de este extremo de la petición.

51. Frente a la información presentada por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos los peticionarios relativos a las supuestas violaciones del derecho a la integridad personal, la protección judicial y las garantías judiciales, podrían, de ser probados, caracterizar posibles violaciones a los derechos protegidos en la Convención Americana en sus artículos 5, 8 y 25, en perjuicio de Amparo Constante Merizalde y de sus familiares, todos en concordancia con su artículo 1.1.  
52. En cuanto al artículo 5, corresponde evaluar los reclamos de los peticionarios a la luz de las obligaciones del Estado como garante de la seguridad de las personas bajo su custodia, lo que comprende el análisis de las alegadas torturas y los alegatos del Estado respecto a la violencia sufrida por Amparo Constante Merizalde a manos de otros detenidos en el CDP.  Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.

53. Las partes no han aportado información respecto del desarrollo o la finalización del proceso penal seguido en contra de Amparo Constante Merizalde después de que fuera puesta en libertad en abril de 1994, por lo que la Comisión no cuenta con información suficiente al respecto en esta etapa del procedimiento.  Por lo tanto, corresponde analizar la pertinencia de la aplicación de la garantía judicial a ser oído dentro de un plazo razonable, establecida en el artículo 8 de la Convención, en la etapa de fondo.  
V.
CONCLUSIONES
54. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 5, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisible el reclamo respecto de la presunta violación del artículo 7 de la Convención Americana.

55. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente caso con relación a los artículos 5, 8 y 25 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana.
2. Declarar inadmisible el presente caso con relación al artículo 7 de la Convención Americana.

3. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado: Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión. 
� Los peticionarios adjuntan a sus observaciones la boleta constitucional de encarcelamiento de Amparo Constante de fecha 1˚ de febrero de 1994, emitida por el Juez Quinto de lo Penal de Pichincha.  Anexo a las observaciones de los peticionarios recibidas el 19 de julio de 1996.


� Los peticionarios adjuntan a su petición una pericia médico legista practicada en el centro de detención provisional en la que consta que Amparo Constante tiene “[e]n el mentón derecho una zona edematosa y ligeramente equimótica de dos centímetros de diámetro; en el tercio medio cara posterior del antebrazo derecho varias zonas de quemadura superficial de forma circular de dos milímetros de diámetro cada una;  en la cara izquierda del tobillo izquierdo una excoriación, por remelladura de un centímetro de diámetro; en el flanco derecho dos excoriaciones por remelladura de dos milímetros diámetro cada una. Dichas lesiones son provenientes de la acción traumática de un cuerpo contundente duro y del contacto de la piel con una corriente eléctrica, que le determinan una enfermedad, e incapacidad física para el trabajo de TRES DIAS, a contar desde la fecha de su producción”.  Pericia dirigida al Comisario Cuarto Nacional del Departamento Médico Legal de la Dirección Nacional de Investigaciones de la Policía Nacional, 18 de enero de 1994.


� Oficina de Investigación del Delito [de Pichincha].


� Declaración rendida ante el Juez Quinto de lo Penal el 17 de febrero de 1994. Anexo a las observaciones de los peticionarios recibidas el 19 de julio de 1996.


� Parte informativo del Jefe de la Brigada de Capturadores e Inteligencia Criminal de la OID-P al Jefe de la Oficina de Investigaciones del Delito de Pichincha. Anexo a las observaciones del Estado recibidas el 27 de noviembre de 1996.


� Memorando No. 961031 de la Superintendencia de la Policía de 25 de abril de 1996.  Respuesta del Estado recibida el 5 de junio de 1996.


� Oficio No. 12904 de la Procuraduría General del Estado, recibido el 19 de marzo de 2010


� Memorando No. 961031 de la Superintendencia de la Policía de 25 de abril de 1996.  Respuesta del Estado recibida el 5 de junio de 1996.


� En sustento de su argumento el Estado cita: CIDH Informe No. 18/02 César Verduga Vélez de 27 de febrero de 2002.


� Oficio No. 12904 de la Procuraduría General del Estado, recibido el 19 de marzo de 2010.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 63, Corte I.D.H., Caso Fairén Garbi y Solís Corrales. Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párrafo. 88; CIDH Informe No. 3/10 Segundo Norberto Contreras Contreras, párrafo. 38.


� CIDH, Informe Anual 1997, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, párrafos 96 y 97.  Ver también Informe No. 55/97, párrafo 392.  CIDH, Informe Anual 2000, Informe No. 62/00, Caso 11.727, Hernando Osorio Correa, párrafo 24.


� Previsto en el artículo 458 del Código de Procedimiento Penal de Ecuador de 1983.





